
 

 

**********1 

VS. 

SUBDIRECTOR GENERAL DE 

PRESTACIONES ECONÓMICAS Y 

SOCIALES DEL INSTITUTO DE 

SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE 

LOS TRABAJADORES DEL GOBIERNO Y 

MUNICIPIOS DEL ESTADO DE BAJA 

CALIFORNIA 

EXPEDIENTE 119/2020 

P R I N C I P A L  

 

 Mexicali, Baja California, a veintiuno de octubre de dos 

mil veintiuno. 

 

 SENTENCIA DEFINITIVA  que declara la nul idad de las 

resoluciones emitidas el cinco y ocho de junio de dos mil veinte por 

el Subdirector General de Prestaciones Económicas y Sociales del 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Gobierno y Municipios del Estado de Baja California, mediante 

oficios números **********2, respectivamente, por ser incompetente 

para declarar pronunciarse respecto a las sol icitudes de pensión de 

retiro por edad y tiempo de servicio efectuadas por la parte actora.  

 

 GLOSARIO: A fin de simplificar la terminología empleada 

en la presente resolución, se uti l izarán los términos que enseguida se 

relacionan para referir a las leyes, instituciones o conceptos 

siguientes:  

 

Término empleado: Ley, institución o concepto referido:  

Ley del Tribunal  Ley del Tr ibunal Estatal de Just icia 

Administrativa del Estado de Baja 

California (vigente al in icio del 

presente juicio).  

Constitución Nacional  Constitución Pol ít ica de los Estados 

Unidos Mexicanos.  

Constitución Local  Constitución Pol ít ica del Estado Libre y 

Soberano de Baja California.  

Código procesal civil  Código de Procedimientos Civi les para 

el Estado de Baja California.  

Tribunal Tr ibunal Estatal de Just icia 

Administrativa del Estado de Baja 

California. 



 

 

Instituto Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del 

Gobierno y Municipios del Estado de 

Baja California.  

Junta Directiva Junta Directiva del Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Gobierno y 

Municipios del Estado de Baja 

California. 

Subdirector Subdirector General de Prestaciones 

Económicas y Sociales del Inst ituto de 

Seguridad y Servicios Sociales para los 

Trabajadores del Gobierno y 

Municipios del Estado de Baja 

California. 

Ley del Instituto Ley del Inst ituto de Seguridad y 

Servicios Sociales para los 

Trabajadores del Gobierno y 

Municipios del Estado Baja California 

(publicada el diecis iete de febrero de 

dos mil quince).  

Ley que Regula Ley que Regula a los Trabajadores que 

refiere la fracción I I ,  apartado B, del 

artículo 99 de la Const itución Pol ít ica 

del Estado Libre y Soberano de Baja 

California, en materia de Seguridad 

Social.  

Reglamento de Pensiones Reglamento para el Otorgamiento de 

Pensiones del Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales para los 

Trabajadores del Gobierno y 

Municipios del Estado de Baja 

California. 

 

R E S U L T A N D O 

 

 I.- Demanda de nulidad.- El escrito de demanda se 

recibió en la otrora Primera Sala del Tribunal  el doce de agosto de 

dos mil veinte.  

 

 II.- Admisión de la demanda.- El juicio se admitió a 

trámite, previa prevención, por acuerdo dictado el treinta y uno de 

agosto de dos mil  veinte (visible a foja 37 de autos), ordenándose el 

emplazamiento del Subdirector  y del Director General  del Inst ituto .  

 

 III.- Actos impugnados.-  En el acuerdo de admisión se 

tuvo como actos impugnados los oficios números **********2 de 

fechas cinco y ocho de junio de dos mil veinte, respectivamente, 

ambos emitidos por el Subdirector .  

 



 

 

 IV.- Contestación de demanda.- Al juicio comparecieron 

a contestar las autoridades demandadas Director General del 

Instituto  y Subdirector , en términos de los escritos vis ibles en autos a 

fojas de la 42 a 46 y de la 47 a 68, respectivamente.  

 

  V.- Audiencia de ley.- La citación para la celebración de 

la audiencia de pruebas y alegatos se dejó sin efectos el cuatro de 

mayo de dos mil veintiuno (fojas 255 y 256 de autos), conforme a lo 

dispuesto por el art ículo del Código procesal civi l,  en el cual, se 

aperturó el periodo de alegatos y, mediante acuerdo de dieciocho 

de junio de dos mil veintiuno (foja 262 de autos) se citó a las partes 

para oír sentencia de primera instancia.  

 

  VI.- Cambio de denominación del órgano jurisdiccional y 

Titular.- En auto dictado el diecinueve de octubre de dos mil 

veintiuno, entre otras cosas, se informó que a part ir del diecinueve 

de junio de dos mil veintiuno, la l icenciada Alma Alejandrina Razo 

Santoyo, Primer Secretaria de Acuerdos, sustanciará el juicio 

actuando en funciones de Juez Titular del Juzgado Primero del 

Tribunal, de conformidad con el art ículo 12 de la Ley del Tribunal 

Estatal de Just icia Administrativa de Baja California, publicada en  el 

Periódico Oficial del Estado de Baja California el dieciocho de junio 

de dos mil veintiuno (la cual abrogó la Ley del Tribunal) y por 

acuerdo de Pleno de fecha veintiuno de junio de dos mil veintiuno; 

acuerdo último en que el Pleno de este Tr ibunal determinó en sus 

puntos de acuerdo segundo, cuarto y sexto que la denominación 

del órgano de primera instancia que correspondía a Primera Sala 

que deberá aplicar a partir de la entrada en vigor de la nueva Ley 

del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California es la 

de Juzgado Primero con residencia en la ciudad de Mexicali: que 

los Magistrados de Sala en ejercicio de sus cargos fungirán como 

Titulares de los Juzgados de Primera Instancia de las Salas a las que 

estaban adscritos; y que el Juzgado Primero continuará teniendo 

como Titular a quien cuenta con nombramiento de Primer Secretario 

de la otrora Primera Sala, por lo que se está en condiciones de 

resolver la controversia planteada.  

 

C O N S I D E R A N D O 

 



 

 

 PRIMERO. Competencia.- Este Juzgado Primero del 

Tribunal , con residencia en esta ciudad, es competente para 

conocer de la presente controversia, de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 1 y 22, fracción V de la Ley del Tribunal ,  así 

como el tercer artículo transitorio de la Ley del Tribunal Estatal de 

Justicia Administrativa de Baja California, publicada en el Periódico 

Oficial del Estado de Baja California el dieciocho de junio de dos 

mil veintiuno y vigente a partir del diecinueve de junio de dos mil 

veintiuno. 

 

 Lo anterior por tratarse de un juicio promovido contra dos 

resoluciones recaídas a solicitudes de pensión de retiro por edad y 

tiempo de servicio a cargo del Instituto , y porque la ubicación del 

domicil io de la parte actora se encuentra dentro de la 

circunscripción terri torial de este Juzgado.  

 

 SEGUNDO. Legislación procesal aplicable. - Se precisa 

que a la fecha en que se actúa, hay una nueva Ley del Tr ibunal 

Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, misma que fue 

publicada en la sección I del Periódico Oficial del Estado del 

dieciocho de junio de dos mil veintiuno que entró en vigor al día 

siguiente de su publicación, de conformidad con su artículo primero 

transitorio.  

 

 Ahora bien, en términos del art ículo transitorio tercero de 

la Ley del Tr ibunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California, la ley aplicable en el presente juicio es la abrogada Ley 

del Tribunal , aplicable al caso por tratarse de un juicio iniciado con 

anterioridad a la entrada en vigor de la Ley del Tr ibunal Estatal de 

Justicia Administrativa de Baja California, por lo que el presente 

juicio continuará tramitándose hasta su resolución final conforme a 

las disposiciones aplicables vigentes a su inicio, esto es, conforme a 

la Ley del Tribunal , salvo lo que se refiere a los preceptos legales de 

la nueva de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de 

Baja California contenidos en los art ículos 48, 49, 50, 51, 52 y 53 en 

materia de notif icaciones, entre otros.  

 



 

 

 Los art ículos transitorios primero, segundo y tercero de la 

Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California 

establecen lo siguiente:  

 

 “PRIMERO. La presente Ley entrará en vigor al día s iguiente de 

su publicación en el Periódico Oficial del Estado.  

 

 SEGUNDO. Se abroga la Ley del Tr ibunal Estatal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja California, publ icada en el 

Periódico Oficial No. 36, de fecha 07 de agosto de 2017, Número 

Especial,  Tomo CXXIV.  

 

 TERCERO. Los ju icios iniciados con anterior idad a la entrada 

en vigor de la presente Ley, continuarán tramitándose hasta su 

resolución f inal conforme a las disposiciones apl icables vigentes a 

su inicio salvo lo que se refiere a los preceptos legales s iguientes:  

 

 -  Artículos 48, 49, 50, 51, 52 y 53 de la presente Ley, en 

materia de notif icaciones.”  

  

 TERCERO. Existencia de las resoluciones impugnadas. - La 

existencia de las resoluciones impugnadas quedaron acreditadas 

con las documentales públicas obrantes a fojas 22 y 23, así como 29 

y 30 de autos, consistentes en originales de los oficios **********2, de 

fechas cinco y ocho de junio de dos mil veinte, respectivamente, 

signados por el Subdirector ;  documentales públicas que, 

adminiculadas con el reconocimiento expreso de la autoridad 

demandada al contestar la demanda (foja 47 de autos) tienen 

pleno valor probatorio,  de conformidad con los artículos 285, 

fracción I I I ,  322, fracción I I , 323, 400 y 405 del Código procesal civi l ,  

de aplicación supletoria a la Ley del Tr ibunal  por disposición 

expresa del art ículo 30, tercer párrafo de la Ley del Tr ibunal .  

 

 CUARTO. Procedencia.-  Por ser una cuestión de orden 

público y de estudio preferente, se procede a analizar las causales 

de improcedencia y sobreseimiento hechas valer por las 

autoridades demandadas.  

 

 La autoridad demandada Director General del Instituto 

aduce que se actualizan las causales de improcedencia y 

sobreseimiento previstas en los art ículos 40, fracciones VI y IX y, 41, 

fracción I I  de la Ley del Tribunal , aduciendo que no existe indicio 

alguno de la existencia de algún oficio emitido por esa autoridad 

demandada (fojas 42 y 43 de autos).  



 

 

 

 Resultan infundadas las causales de improcedencia 

hechas valer, por las siguientes razones.  

 

 En primer lugar, no se actualiza la causal de 

improcedencia prevista en el artículo 40, fracción VI de la Ley del 

Tribunal  hecha valer por la autoridad demandada toda vez que tal 

y como se asentó en el considerando tercero de la presente 

sentencia, la existencia de las resoluciones impugnadas en el 

presente juicio quedó acreditada con los originales de las mismas 

que obran en autos a fojas 22, 23, 29 y 30, así como el 

reconocimiento expreso de la autoridad emisora al contestar la 

demanda. 

 En esa misma tesitura, no se actualiza la causal de 

improcedencia prevista en el art ículo 40, fracción IX de la Ley del 

Tribunal  hecha valer toda vez que, si  bien el Director General del 

Instituto  no emitió las resoluciones impugnadas en el presente juicio, 

cierto es también que al Director General del Inst ituto  le 

corresponde el carácter de parte en el juicio de conformidad con 

lo dispuesto en el art ículo 31, fracción I I , inciso b) y fracción I I I  de la 

Ley del Tr ibunal , que señala que tendrán el carácter de parte en el 

juicio, tanto la autoridad que emitió el acto impugnado como el 

Titular de la Dependencia de la que dependa la autoridad emisora 

del acto impugnado. 

 

 El artículo 31 de la Ley del Tr ibunal  establece lo s iguiente.  

 

 “ARTÍCULO 31. -  Son partes en el ju icio contencioso 

administrativo:  

 

 [. . .] 

 

 a) La autoridad que realizó el acto o emit ió la resolución 

impugnada; 

 

 [. . .] 

 

 I I I .  El T itular de la Dependencia o Entidad Administrativa 

Públ ica Estatal o Municipal, de la que dependa la autoridad 

mencionada en la fracción anterior;”  

 

 Por su parte, la autoridad demandada Subdirector  aduce 

que se actualizan las causales de improcedencia y sobreseimiento 

previstas en los en los artículos 40, fracción  I I  y IX y, 41, fracción I I  



 

 

de la Ley del Tribunal , aduciendo que el oficio impugnado se 

encuentra debidamente fundada y motivada y no afecta al interés 

jur ídico de la parte actora, s ino al contrario lo protege.  

 

 No se actualiza las causales de improcedencia previstas 

en el artículo 40, fracción II y IX  de la Ley del Tribunal  hechas valer 

por la autoridad demandada, toda vez que la val idez, en su caso, 

de la resolución impugnada en el presente juicio, tanto como la 

existencia o no de una afectación en la esfera jur ídica de la parte 

actora constituyen cuestiones que atañen al fondo de la 

controversia planteada.  

 

 Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia P./J. 

135/2001 del Pleno de la Suprema Corte de Just icia de la Nación, 

consultable en la página 5 del Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, tomo XV, correspondiente al mes de enero de dos mil  

dos, Novena Época, de rubro y textos siguientes:  

 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA 

CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ 

DESESTIMARSE.  Las causales de improcedencia del juicio de 

garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende 

que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación 

ínt imamente relacionada con el fondo del negocio, debe 

desestimarse.”  

 

 En mérito de lo antes expuesto, al no actualizarse 

ninguna de las causales de improcedencia hechas valer por las 

autoridades demandadas, debe desestimarse la causal de 

sobreseimiento fundamentada en el artículo 41, fracción I I  de la Ley 

del Tr ibunal  invocada y, al no hacerse valer diversas causales de 

improcedencia y sobreseimiento, ni advertirse de autos la 

actualización de alguna de las previstas en la Ley del Tribunal , el 

presente juicio es procedente.  

  

 Lo anterior encuentra sustento en la jur isprudencia con 

número de registro 161614, emit ida por el Cuarto Tr ibunal Colegiado 

en Materia Administrativa del Primer Circuito, que enseguida se 

reproduce. 

 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SU 

EXAMEN OFICIOSO POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 



 

 

ADMINISTRATIVA NO IMPLICA QUE ÉSTE DEBA VERIFICAR LA 

ACTUALIZACIÓN DE CADA UNA DE LAS CAUSALES RELATIVAS SI NO 

LAS ADVIRTIÓ Y LAS PARTES NO LAS INVOCARON.  Conforme al 

artículo 202, últ imo párrafo, del Código Fiscal de la Federación , 

vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, las causales de 

improcedencia deben analizarse aun de oficio, lo que debe 

entenderse en el sentido que se estudiarán tanto las que hagan 

valer las partes como las que advierta el tr ibunal que conozca del 

asunto durante el juicio, lo que traerá como consecuencia el 

sobreseimiento, de conformidad con el artículo 203, fracción I I ,  del 

mismo ordenamiento y vigencia, ambas porciones normativas de 

contenido idéntico al texto vigente de los art ículos 8o., últ imo 

párrafo y 9o., fracción I I ,  respectivamente, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo. Por tanto, la 

improcedencia del juicio contencioso administrat ivo pueden 

hacerla valer las partes, en cualquier t iempo, hasta antes del 

dictado de la sentencia, por ser una cuestión de orden público, 

cuyo estudio es preferente; pero este derecho de las partes es 

también una carga procesal s i es que se pretende vincular al 

tr ibunal del conocimiento a examinar determinada deficiencia o 

circunstancia que pueda actualizar el sobreseimiento. En ese 

contexto, las causales de improcedencia que se invoquen y las que 

advierta el tr ibunal deben estudiarse, pero sin l legar al extremo de 

imponerle la carga de verif icar, en cada asunto, s i se actualiza o 

no alguna de las previstas en el art ículo 202 del código en mención, 

en virtud de que no existe disposición alguna que, en forma 

precisa, lo ordene. Así las cosas, s i existe una causal de 

improcedencia que las partes pretendan se declare, deben asumir 

la carga procesal de invocarla para vincular al tr ibunal y, sólo 

entonces, tendrán el derecho de exigir el pronunciamiento 

respectivo.”  

 

 QUINTO. Método de estudio.- En la presente resolución se 

omite la transcripción tanto de los motivos de inconformidad 

expresados por la parte actora así como de los argumentos 

defensivos expresados por las autoridades demandadas por razones 

de economía procesal y técnica jurídica or ientada a nuevos 

modelos de sentencia que se sustentan en principios de simplicidad, 

facil idad en la lectura y compresión; s in que con ello se infrinja 

norma legal alguna o se agravie a las partes, toda vez que no existe 

disposición jurídica que constr iña a realizar tales transcripciones, 

además de que el art ículo 82, fracción I,  de la Ley del Tribunal , 

impone el deber de que las sentencias que dicte el Tribunal  

contengan la f i jación clara y precisa de los puntos controvert idos, 

no así su reproducción, por lo que en la presente resolución se 

realizara el análisis sistemático y exhaustivo de todos los 

planteamientos hechos valer.  

 

 SEXTO. Estudio de los motivos de inconformidad. - Por ser 

una cuestión de orden público, con fundamento en el artículo 83, 

último párrafo, de la Ley del Tribunal ,  se hace valer de oficio la 



 

 

causa de nul idad prevista en el artículo 83, fracción I de la Ley del 

Tribunal , consistente en la incompetencia de la autoridad para 

dictar las resoluciones impugnadas, al est imarse acreditada la 

existencia de dicha causa de nulidad en autos, aunque esta no se 

haya invocado expresamente por el actor.  

 

 El art ículo 83, en su fracción I y últ imo párrafo de la Ley 

del Tribunal dispone lo siguiente.  

 

 “ARTÍCULO 83. -  Serán causas de nul idad de los actos  y 

resoluciones impugnadas:  

 

 I . -  Incompetencia de la autoridad;  

 

 [. . .] 

 

 El Tr ibunal podrá hacer valer de oficio, al momento de 

resolver, cualquiera de las causales señaladas, s i estima que ha 

sido acreditada en autos su existencia, aunque esta no se hay a 

invocado expresamente por el actor.”  

 

 Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jur isprudencia 

2a./J. 218/2007 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Just icia 

de la Nación publicada con número de registro 170827 en la página 

154 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 

XXVI, correspondiente al mes de diciembre del año dos mil siete, 

cuyo rubro y texto se reproducen a continuación.  

 

“COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD 

DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER 

ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL 

Y ADMINISTRATIVA.  El artículo 238, penúlt imo párrafo, del Código 

Fiscal de la Federación y su correlat ivo 51, penúltimo párrafo, de la 

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 

establece que ese Tr ibunal podrá hacer valer de oficio, por ser de 

orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la 

resolución impugnada. Al respecto debe decirse que ese estudio 

implica todo lo relacionado con la competencia de la autoridad, 

supuesto en el cual se incluye tanto la ausencia de 

fundamentación de la competencia,  como la indebida o 

insuf iciente fundamentación de la misma, en virtud de que al 

tratarse de una facultad of iciosa, las Salas f iscales de cualquier 

modo entrarán al examen de las facultades de la autoridad para 

emit ir  el acto de molestia; lo anter ior con independencia de que 

exista o no agravio del afectado, o bien, de que invoque 

incompetencia o simplemente argumente una indebida, 

insuf iciente o deficiente fundamentación de la competencia. Cabe 

agregar que en el caso de que las Salas f iscales estimen que l a 

autoridad administrativa es incompetente, su pronunciamiento en 

ese sentido será indispensable, porque ello const ituirá causa de 

nul idad de la resolución impugnada; s in embargo, s i considera que 

la autor idad es competente, esto no quiere decir  que dicha 



 

 

autoridad jur isdiccional necesariamente deba pronunciarse al 

respecto en los fallos que emita, pues el no pronunciamiento 

expreso, s implemente es indicativo de que estimó que la autoridad 

demandada sí tenía competencia para emit ir  la resolución o acto 

impugnado en el ju icio de nul idad.”  

  

 Asimismo se cita el criterio del Cuarto Tribunal Colegiado 

del Décimo Quinto Circuito, contenido en la tesis XV.4o.26 A, 

publicada con número de registro 171592 en la página 1857 del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, 

correspondiente al mes de agosto de dos mil  siete, cuyo rubro y 

texto se reproducen a continuación.  

 

“SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA PREVISTA EN EL 

ARTÍCULO 83, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DEL TRIBUNAL DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA. 

AL TRATARSE DE UNA FACULTAD REGLADA, OPERA SIN NECESIDAD DE 

QUE LA CAUSA DE NULIDAD DE LOS ACTOS Y RESOLUCIONES 

IMPUGNADOS SEA NOTORIA, EVIDENTE O MANIFIESTA.  El mencionado 

precepto prevé, respecto de las causas de nu l idad de los actos y 

resoluciones impugnados en el ju icio contencioso administrativo, 

que "El tr ibunal podrá hacer valer de oficio, al momento de 

resolver, cualquiera de las causales señaladas, s i estima que ha 

sido acreditada en autos su existencia, aunque ésta no se haya 

invocado expresamente por el actor.".  Así,  conforme a su 

interpretación l iteral se obtiene que establece una suplencia de la 

deficiencia de la queja sui generis,  en función de la cual, el 

Tr ibunal de lo Contencioso Administrativo del Esta do de Baja 

California se encuentra obl igado a declarar la nul idad si en autos 

aparece demostrada una causa para ello, aunque no hubiere sido 

alegada por el actor. De lo anter ior deviene que se trata de una 

facultad reglada, cuyo ejercicio obl igatorio se ac tualiza con la sola 

demostración de la existencia de la causa de nulidad, s in que sea 

necesario que ésta sea notoria, evidente o manif iesta.”  

 

 Ahora bien, las resoluciones impugnadas se encuentran 

contenidas en los oficios **********2 obrantes en autos a fojas 22, 23, 

29 y 30, mismos que se reproducen a continuación.  

“  

DEPENDENCIA: ISSSTECALI  

SECCION: SUBDIRECCION GENERAL DE PRESTACIONES  

ECONÓMICAS Y SOCIALES 

NUMERO DE OFICIO: **********2 

 

Mexicali,  B. C. a 05 de junio de 2020  

 

C. **********1 

**********3 

 

Por instrucciones precisas del Director General del Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Gobierno y 

Municipios del Estado de Baja California (ISSSTECALI por sus s iglas), 

en mi carácter de Subdirector General de P restaciones Económicas 

y Sociales del Inst ituto, con las facultades que me confieren los 

artículos 12.,  59 y 60 del Reglamento Interno del ISSSTECALI, y dando 

atención a su escrito recibido el tres de junio del año 2020, a través 



 

 

del cual solic ita "devolver la indemnización global que recibí en 

fecha 28 de mayo de 1992... .que la patronal no enteró las cuotas 

que me fueron descontadas del día 15 de noviembre de 2013 al 14 

de enero de 2015, sol icito se le requiera... . pido se me conceda una 

pensión de ret iro por edad y t iempo de servicios.. . ";  al respecto, me 

permito dar respuestas a sus peticiones:  

 

Pr imero. Con relación a la devolución (reintegrar al Instituto) de la 

indemnización global que solic ita, misma que fue recibida por 

usted el 28 de mayo de 1992, se informa, que con fundamento en el 

articulo 89 del Marco Legal que nos r ige, el cual determin a "Si el 

trabajador o ex trabajador hubiere cobrado una indemnización 

global y quis iere que el t iempo que abarque dicha indemnización 

se le compute, para los efectos de esta Ley, deberá reintegrar 

dentro del término prescriptivo de tres años, la indemnizac ión 

global que hubiere recibido " es el caso que de la fecha en la que 

recibió dicha prestación por parte del Instituto, ha transcurr ido en 

demasía los tres años que la Ley dispone.  

 

Segundo. Por lo que hace a su planteamiento que la patronal no 

enteró las cuotas que le fueron descontadas por el periodo que 

señala, y solic ita se le requiera, sobre ello, le informo que las 

condiciones de trabajo que repercuten en el entero de cuotas y 

aportaciones las determinan los trabajadores y los patrones dentro 

de su relación laboral,  es el caso que para ser sujeto de la Ley que 

r ige al inst ituto debe de ser de los trabajadores que señala el 

artículo primero de la mult icitada Ley del Inst ituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Gobierno y Municipi os del 

Estado de Baja California, razón por la cual no compete a este 

inst ituto determinar s i la patronal ha sido omisa.  

 

Tercero. En cuanto a que se le conceda la pensión de retiro por 

edad y tiempo de servicio, le informo, que el Instituto normado por 

la Ley que lo r ige, funciona otorgando los servicios y prestaciones 

establecidos, s iempre atendiendo los l ineamientos y disposiciones 

que de la misma emanan, por ello en el caso de las Pensiones y 

Jubilaciones, la Ley en su Artículo 58 establece que "El dere cho a la 

Jubilación y a las Pensiones de Retiro por Edad y Tiempo de 

Servicio, inval idez o muerte, nace cuando el trabajador o sus 

famil iares derechohabientes se encuentren en los [s ic] en los 

supuestos consignados en esta Ley, y hasta que cumplan los 

requis itos que la misma señala". Es así que para ser beneficiar io y 

recibir las prestaciones que corresponden, se deben cumplir  los 

requis itos que las disposiciones de la Ley del ISSSTECALl y sus 

Reglamentos establecen. Y que, en su caso, por lo que usted mism o 

expone y de acuerdo a los registros que obran en el Instituto a su 

nombre, no cuenta con el t iempo de contr ibución que establece la 

citada Ley para obtener la pensión que solic ita.  

 

Por lo que se expone con anterior idad y con fundamento en el 

artículo 97 de la Const itución del Estado Libre y Soberano de Baja 

California, 46 y 47 de la Ley de los Servidores Públ icos del Estado de 

Baja California, artículo 131 de la Ley que r ige al Instituto de 

Seguridad y Servicios sociales de los trabajadores del Estado y 

Municipios de Baja California (ISSSTECALI) y de acuerdo a las 

facultades conferidas en los artículos 22, 59 y demás relativos y 

aplicables del Reglamento Interno del Inst ituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Gobierno y Municipios del 

Estado de Baja California publicado en el Periódico Oficial del 

Estado número 19, de fecha 19 de abri l  de 2013 tomo CXX, se 

concluye que su petición de devolución (reintegración) de 

indemnización Global al Instituto, el requerimiento a la Patronal y el  

otorgamiento de pensión de Retiro por Edad y T iempo de Servicio, 

no son procedente.  



 

 

 

Sin otro particular, me es grato quedar a sus apreciables órdenes.  

 

A T E N T A M E N T E 

 

[Rúbrica i legible]  

 

ERNESTO ALONSO GOMEZ TONG 

SUBDIRECTOR GENERAL DE PRESTACIONERS [s ic] ECONOMICAS Y 

SOCIALES DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 

TRABAJADORES DEL GOBIERNO Y MUNICIPIOS DEL ESTADO DE BAJA 

CALIFORNIA”  

 

“  

DEPENDENCIA: ISSSTECALI  

SECCION: SUBDIRECCION GENERAL DE PRESTACIONES  

ECONÓMICAS Y SOCIALES 

NUMERO DE OFICIO: **********2 

Mexicali,  B. C. a 08 de junio de 2020  

 

C. **********1 

**********3 

Por instrucciones del Director General del Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Gobierno y Municipios del 

Estado de Baja California (ISSSTECALI),  y de la manera más atenta, 

en mi carácter de Subdirector General de Prestacione s Económicas 

y Sociales, y de acuerdo a las facultades conferidas en los artículos 

1ro., 59, 60 del Reglamento Interno del Inst ituto, relacionado al 

s imilar **********2 emit ida por esta Subdirección y en atención a su 

escrito a través del cual solic ita, le  sea otorgada una pensión, por 

las razones que expone; al respecto me permito manifestar a usted 

lo s iguiente: 

 

Que, una vez realizada la revis ión en los archivos y Sistemas 

Informáticos del Instituto, se encontró que ha estado afi l iado ante 

el ISSSTECALI como empleado del Poder Judicial del Estado con 

categoría de Confianza, con tiempo cotizado al Fondo de pensión 

a partir  del 17 de febrero dos mil quince como lo dispone los 

articulo 16 y 21 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Gobierno y Municipios del Estado 

de Baja California.  

 

En es de sentido le informo que el Instituto, norma su 

funcionamiento y el otorgamiento de los servicios y prestaciones,  

bajo los L ineamientos y Disposiciones que la misma establece. Po r lo 

que en el renglón de Jubilaciones y Pensiones, la Ley del Inst ituto 

de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Gobierno 

y Municipios del Estado de Baja California publicada en el Periódico 

Oficial del Estado de Baja California el 17 de febrero de 2015, en su 

Artículo 58 que corresponde a las generalidades, establece que: "El 

derecho a la jubilación y a las pensiones de ret iro por edad y 

tiempo de servicio, inval idez o muerte, nace cuando el trabajador 

o sus famil iares derechohabientes se  encuentren en los supuestos 

consignados en la Ley, y hasta que cumplan con los requis itos que 

la misma señala".  Es así que para ser beneficiario y recibir las 

prestaciones que corresponden, se deben cumplir  los requis itos que 

las disposiciones de la Ley del ISSSTECALI y sus Reglamentos 

disponen.  

 

Es el caso que de acuerdo a nuestros registros y dada la relación 

laboral que mantuvo con el Poder -Judicial del Estado, como 

empleado de Confianza, solo cuenta con tiempo cotizado al Fondo 

de Pensiones de este Ins t ituto a part ir  del 17 de febrero de 2015, por 



 

 

lo que, a la fecha, no cuenta con el mínimo contr ibuido al citado 

fondo para obtener la pensión que solic ita. Situación que se 

informa en el s imi lar **********2 de fecha 05 de junio de 2020.  

 

Por lo que se expone con anter ior idad, y con fundamento en el 

articulo 97 de la Const itución del Estado Libre y Soberano de Baja 

California, 46 y 47 de la Ley de los Servidores Públ icos del Estado de 

Baja California, artículo 131 de la Ley que r ige al Instituto de 

Seguridad y Servicios sociales de los trabajadores del Estado y 

Municipios de Baja California (ISSSTECALI) y de acuerdo a las 

facultades confer idas en los art ículos 22,59 y demás relat ivos y 

aplicables del Reglamento Interno del Inst ituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Gobierno y Municipios del 

Estado de Baja California publicado en el Periódico Oficial del 

Estado número 19, de fecha 19 de abri l  de 2013 torno CXX, se 

concluye que su solic itud no es procedente.  

 

Sin otro part icular y para cualquier aclaración o atención al 

respecto, quedó de Usted.  

 

A T E N T A M E N T E 

 

[Rúbrica i legible]  

 

ERNESTO ALONSO GOMEZ TONG 

SUBDIRECTOR GENERAL DE PRESTACIONERS [s ic] ECONOMICAS Y 

SOCIALES DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 

TRABAJADORES DEL GOBIERNO Y MUNICIPIOS DEL ESTADO DE BAJA 

CALIFORNIA”  

  

 Los actos impugnados antes transcritos recayeron a las 

solicitudes de la parte actora en las que sol icitó en primera 

instancia: a) la devolución de la indemnización global recibida en  

fecha veintiocho mayo de mil novecientos noventa y dos junto con 

los intereses generados, b) que se requiriera a la patronal la entrega 

de las cuotas no enteradas y descontadas en el periodo 

comprendido del quince de noviembre de dos mil trece al catorce 

de enero de dos mil quince y, c) que se le concediera la pensión de 

retiro por edad y tiempo de servicio  y; en segunda instancia: que 

se le concediera la pensión previamente solicitada.  

 

 Los artículos 16, 21, 58 y 131 de la Ley del Instituto , 1, 22, 

59 y 60 del Reglamento Interno del Instituto ,  97 de la Constitución 

Local , así como 46 y 47 de la Ley de Responsabil idades de los 

Servidores Públicos del Estado de Baja California invocados en los 

oficios que contienen los actos impugnados son del tenor sigui ente. 

 

 De la Ley del Inst ituto . 

 

“ARTÍCULO 16. -  Todo trabajador comprendido en el artículo 1º de 

este ordenamiento, deberá aportar al Instituto una cuota 



 

 

obligator ia del salario base de cotización, acorde a lo establecido 

en las Leyes que regulan a los trabajadores que se señalan en las 

fracciones I  y I I ,  Apartado B, del artículo 99 de la Constitución 

Polít ica del Estado Libre y Soberano de Baja California.  

 Dicho porcentaje se aplicará a los rubros s iguientes:  

 
 I . -  Para cubrir el Seguro de Enfermedades No Profesionales y 

de Maternidad, y 

 
 I I . -  Para tener derecho a las prestaciones señaladas en las 

Fracciones I I I  a XI y XI I I  a XIV del Artículo 4º.”  

 
 “ARTÍCULO 21. -  El Estado, Municipios y en su caso los 

organismos públicos incorporados cubrirán al Instituto las 

aportaciones sobre el salar io base de cotización de los 

trabajadores, def inido por el art ículo 15 de esta Ley.  

 
 Dichas aportaciones se aplicarán en los rubros s iguientes:  

 
 I . -  Para cubrir Seguros de Enfermedades No Profesionales y de 

Maternidad;  

 
 I I . -  Para cubrir íntegramente el Seguro de Accidentes de 

Trabajo y Enfermedades Profesionales,  y  

 
 I I I . -  Para cubrir las prestaciones señaladas en las Fracciones I I  

a XI y XI I I  a XIV del Artículo 4º de esta Ley.  

 
 Dichas aportaciones serán las que se establezcan en las Ley es 

que regulan a los trabajadores que se señalan en las fracciones I  y 

I I ,  Apartado B, del artículo 99 de la Const itución Pol ít ica del Estado 

Libre y Soberano de Baja California.”  

 
 “ARTÍCULO 58. -  El derecho a jubilación y a las pensiones por 

retiro de edad y tiempo de servicio, inval idez o muerte, nace 

cuando el trabajador o sus famil iares derechohabientes, se 

encuentren en los supuestos consignados en esta Ley, y hasta que 

cumplan con los requis itos que la misma señala.  

 
 El Instituto deberá resolver la sol icitud de pensión en un plazo 

no mayor de quince días, a partir  de la fecha en que quede 

integrado el expediente. Dentro de los quince días inmediatos 

s iguientes, el Of icial Mayor de Gobierno, o quien tenga esa 

facultad en el Poder Judicial,  Poder Legislat ivo, Municipios y los 

organismos públicos incorporados al régimen que esta Ley 

establece, revisará y resolverá en definit iva acerca de la sol icitud 

de que se trata, para los efectos que expresa la primera parte del 

artículo 117 de esta Ley.”  

 
 “ARTÍCULO 131.- Los servidores públ icos que incumplan con las 

obl igaciones que les impone esta Ley, y las Leyes que regulan a los 

trabajadores que se señalan en las fracciones I  y I I ,  Apartado B, del 

artículo 99 de la Constitución Pol ít ica del Estado Libre y Soberan o 

de Baja California y afecten los derechos de los asegurados y sus 

derechohabientes,  el patr imonio del Instituto o la prestación de los 

servicios, serán sancionados con multa de 100 a 1000 salarios 

mínimos diar ios vigentes a la fecha en que esto ocurra, 

independientemente de la responsabil idad civi l ,  penal o 

administrativa en que incurran.”  

 Del Reglamento Interno del Instituto . 

 



 

 

 “ARTÍCULO 1. -  El presente ordenamiento tiene por objeto 

reglamentar la organización y funcionamiento del Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Gobierno y 

Municipios del Estado de Baja California, como organismo público 

descentralizado de la Administración Públ ica Estatal,  por lo que las 

disposiciones contenidas en el presente Reglamento son d e 

carácter obligator io y de observancia general para todos los 

servidores públ icos adscritos a la estructura administrativa del 

Instituto. 

 

 El Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Gobierno y Municipios del Estado de Baja 

California t iene a su cargo el despacho de los asuntos 

expresamente señalados en su Ley, la Ley que regula a los 

trabajadores que refiere la fracción I ,  Apartado B, del artículo 99 

de la Const itución Pol ít ica del Estado Libre y Soberano de Baja 

California, en materia de seguridad social y la Ley que regula a los 

trabajadores que refiere la fracción I I ,  Apartado B, del artículo 99 

de la Const itución Pol ít ica del Estado Libre y Soberano de Baja 

California, en materia de seguridad social.”  

 

 “ARTÍCULO 22. -  Los Subdirectores Generales del ISSSTECALI 

tendrán las s iguientes facultades y obligaciones:  

 

 I .  Acordar con el Director General la atención de los asuntos 

relevantes de las unidades médicas y administrativas a su cargo e 

informarle oportunamente sobre el desar rollo de los mismos;  

 

 I I .  Proponer, en el ámbito de su competencia y,  previa 

aprobación del Director General,  las normas y l ineamientos que 

tengan como f inal idad el mejor aprovechamiento de los recursos 

humanos, mater iales, técnicos y f inancieros de las u nidades 

administrativas bajo su responsabil idad;  

 

 I I I .  Establecer y mantener relaciones de coordinación con los 

t itulares de las unidades administrativas y médicas del ISSSTECALI y 

otras inst ituciones que le indique el Director General para el trámite 

y resolución de asuntos mater ia de su competencia;  

 

 IV. Someter a la aprobación del Director General los estudios,  

proyectos y acuerdos que elaboren las unidades médicas y 

administrativas bajo su responsabil idad;  

 

 V. Suscribir los documentos relat ivos al ejercicio de sus 

facultades que se les confieran por delegación o en suplencia del 

Director General,  en razón de la materia de su competencia;  

 

 VI.  Dir igir,  controlar y evaluar el funcionamiento general de 

las unidades médicas y administrat ivas a su cargo; 

 

 VII .  Proporcionar información, datos o cooperación técnica 

que le sea solic itada por dependencias y entidades de la 

Administración Pública Estatal y autoridades federales, de asuntos 

de su competencia, en observancia a la legis lación vigen te en la 

materia, previa autorización del Director General;  y  
 

 VI I I .  Las demás que les confieran el Director General,  y las 

disposiciones legales y administrat ivas aplicables.”  
 

 “ARTÍCULO 59. -  Corresponde a la Subdirección General de 

Prestaciones Económicas y Sociales,  por conducto de su titular, el 

ejercicio de las s iguientes atr ibuciones:  
 



 

 

 “I.  Dir igir las pol ít icas y l ineamientos para el otorgamiento de 

las prestaciones económicas y sociales para los trabajadores, 

derechohabientes y pensionistas del ISSSTECALI, a f in de que se 

brinden en las mejores condiciones conforme la normatividad 

aplicable;  
 

 I I .  Vigi lar la apl icación de la Ley y demás normatividad 

aplicable, en materia de afi l iación y vigencia de derechos de los 

trabajadores, derechohabientes y pensionistas al régimen del 

ISSSTECALI;  
 

 I I I .  Informar a las unidades médicas sobre la vigencia o baja 

de asegurados, de acuerdo a la Ley y al Manual de Procedimientos 

de Afi l iación;  
 

 IV. Proponer al Director General,  los s istemas, manuales, 

reglamentos, procedimientos y la actualización de los mismos, para 

el cumplimiento de las atr ibuciones conferidas a la Subdirección;  
 

 V. Convenir con los organismos patronales el pago de 

subsidios por incapacidad, por adeudos y omis iones de 

aportaciones; igualmente, acordar con los trabajadores los 

adeudos por omis iones de cuotas;  
 

 VI.  Operar, monitorear y reportar ante la Coordinación de 

Desarrollo Inst itucional el comportamiento de los indicadores 

correspondientes a la Subdirección General de Prestaciones 

Económicas y Sociales, registrados en el Sistema de Indicadores del 

ISSSTECALI;  
 

 VI I .  Emit ir  cotejo de las constancias que obren en los archivos 

del ISSSTECALI;  
 

 VI I I .  Dar seguimiento y puntual respuesta a las quejas o 

inconformidades que les sean turnadas, derivadas del Programa de 

Atención al Derechohabiente o, por cualquier otro medio, de 

acuerdo a la normatividad apl icable; y  
 

 IX. Las demás que le sean encomendadas por el superior 

jerárquico, y aquellas que le confieran las disposiciones aplica bles.”  
 

 “ARTÍCULO 60. -  Para el adecuado cumplimiento de sus 

atr ibuciones, la Subdirección General de Prestaciones Económicas 

y Sociales contará con las s iguientes unidades administrativas:  

 I . -  Coordinación Zona Costa;  

 I I . -  Dirección de Prestaciones; y  

 I I I . -  Dirección de Pensiones y Jubi laciones.”  

  

 De la Constitución Local .  

 

 “ARTICULO 97. -  Los funcionarios públicos no t ienen más 

facultades que las que expresamente les otorgan las leyes.  
 

 Los Servidores Públicos adscritos a los Poderes Ejecutivo, 

Legislat ivo, Judicial y de los Ayuntamientos, así como de sus 

administraciones paraestatales y paramunicipales, f ideicomisos 

públicos; Inst ituciones y Organismos Públ icos Autónomos y en 

general,  toda persona que desempeñe un empleo, cargo o 

comis ión, en cualquier órgano o entidad de carácter público, 

recibirán una remuneración adecuada e irrenunciable por el 

desempeño de su empleo, cargo o comisión proporcional a sus 

responsabil idades.  



 

 

 

 Dicha remuneración será determinada anual y 

equitat ivamente en los presupuestos de egresos correspondientes, 

bajo las s iguientes bases:  
 

 I . -  Las remuneraciones que por el desempeño de su función 

cargo o comisión reciban los servidores públicos, deberán 

determinarse de manera congruente y equitat iva con la s ituaci ón 

socioeconómica que guarde el Estado y con las condiciones de la 

Hacienda Públ ica, y demás disposiciones legales apl icables;  
 

 I I . -  Se considera remuneración o retr ibución toda percepción 

en efectivo o en especie, incluyendo dietas, aguinaldos, 

gratif icaciones, premios, recompensas, bonos, estímulos,  

comis iones, compensaciones y cualquier otra, con excepción de los 

apoyos y los gastos sujetos a comprobación que sean propios del 

desarrollo del trabajo y los gastos de viaje en activ idades oficiales;  
 

 I I I . -  Ningún servidor público podrá recibir una remuneración 

superior a la aprobada en el Presupuesto de Egresos del Estado 

para el Gobernador del Estado;  
 

 IV.- Ningún servidor público podrá tener una remuneración 

igual o mayor que su superior jerárquico;  salvo que el excedente 

sea consecuencia del desempeño de varios empleos públicos, que 

su remuneración sea producto de las condiciones generales de 

trabajo, der ivado de un trabajo técnico cal if icado o por 

especialización en su función;  
  

 V.- No se concederán ni cubrirán jubilaciones, pensiones o 

haberes de retiro, ni l iquidaciones por servicios prestados, como 

tampoco préstamos o créditos, s in que éstas se encuentren 

asignadas por la ley, decreto legis lativo, contrato colectivo o 

condiciones generales de t rabajo. Estos conceptos no formarán 

parte de la remuneración. Quedan excluidos los servicios de 

seguridad que requieran los servidores públicos por razón del cargo 

desempeñado; 

 VI.-  Las remuneraciones que perciban los servidores públicos,  

así como los tabuladores en que estas se establezcan serán 

públicas, y deberán especif icar y diferenciar la totalidad de sus 

elementos f i jos y variables tanto en efectivo como en especie, y  
 

 VI I . -  El Congreso del Estado expedirá las leyes para hacer 

efectivo el contenido del presente artículo y las disposiciones 

constitucionales relat ivas, así como para sancionar penal y 

administrativamente las conductas que impliquen el incumplimiento 

o la elus ión por s imulación de estas disposiciones.”  

 

 De la Ley de Responsabil idades de los Servidores Públicos 

del Estado de Baja California.  

 

 “ARTÍCULO 46. -  Todo servidor públ ico debe desempeñar su 

función, empleo, cargo o comis ión observando siempre los 

principios de Legalidad, Honradez, Lealtad, Imparcial idad y 

Efic iencia, actuando dentro del orden jur ídico, respetando en todo 

momento la Constitución Pol ít ica de los Estados Unidos Mexicanos, 

la Constitución Pol ít ica del Estado Libre y Soberano de Baja 

California y las Leyes, Decretos y Acuerdos que de una y otra 

emanen. 
 

 En tal virtud, los servidores públicos t ienen las s iguientes 

obl igaciones:  



 

 

 

 I .  Cumplir  con la di l igencia requerida el servicio que le sea 

encomendado;  
 

 I I .  Abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la 

suspensión o deficiencia de dicho servicio o implique abuso o 

ejercicio indebido de un empleo, cargo o comis ión;  
 

 I I I .  Formular y ejercer, en su caso, los planes, programas y 

presupuestos correspondientes a su competencia, y cumplir  las 

Leyes, Reglamentos y disposiciones administrativas que dete rminen 

el manejo de recursos humanos, económicos y materiales públicos;  
 

 IV. Uti l izar los recursos que tengan asignados para el 

desempeño de su empleo, cargo o comis ión, las facultades que le 

sean atr ibuidas o la información reservada a que tenga acceso por 

su función exclus ivamente para los f ines a que están afectos;  
 

 V. Custodiar y cuidar la documentación e información a la 

cual tenga acceso por razón de su empleo, cargo o comis ión, así  

como los bienes muebles, inmuebles y demás recursos público s que 

conserve bajo su cuidado o estén bajo su responsabil idad, 

impidiendo o evitando su uso indebido, sustracción, inut i l ización, 

alteración, ocultamiento, daño o destrucción;  
 

 VI.  Observar buena conducta en su empleo, cargo o 

comis ión, dir igiéndose con respeto, dil igencia, imparcial idad y 

rectitud a las personas con las que tenga relación con motivo de 

éste; 

 

 VII .  Observar en la dirección de sus subordinados, respeto y 

las debidas reglas del trato y abstenerse de incurr ir  en agravio,  

desviación o abuso de autoridad;  

 

 VII I .  Observar respeto y subordinación legít imas, respecto a 

sus superiores, cumpliendo las disposiciones que éstos dicten en el 

ejercicio de sus atr ibuciones;  

 

 IX. Comunicar por escrito al t itular de la dependencia o 

entidad en la que presten sus servicios, el incumplimiento de las 

obl igaciones establecidas en este artículo o las dudas fundadas 

que le suscite la procedencia de las órdenes que reciba;  

 

 X. Desempeñar su empleo, cargo o comisión sin obtener o 

pretender obtener beneficios adicionales a las contraprestaciones 

que por ley le corresponda por el desempeño de su función, sean 

para él o su cónyuge o parientes consanguíneos hasta el cuarto 

grado, por afinidad o civi les, o para terceros con los que tenga 

relaciones profesionales, laborales o de negocios, o para socios o 

sociedades de las que el servidor público o las personas antes 

referidas formen o hayan formado parte;  

 

 XI.  Presentar con oportunidad y veracidad las declaraciones 

de situación patr imonial de Inicio,  Modif icación Anual  y de 

Conclusión de encargo, ante la autoridad competente según el 

caso, en los términos de esta Ley;  

 

 XI I .  Atender con di l igencia las instrucciones, requerimientos y 

resoluciones que reciba de los Síndicos Procuradores, el Órgano de 

Control o de la Dirección, según sea el caso, conforme a la 

competencia y facultades de éstos; proporcionando 

oportunamente los datos, la información y los documentos 

relacionados con la Administración y ejercicio de las Finanzas 

Públ icas, y no obstaculizar la práctica de vis i tas, inspecciones o 



 

 

auditorias y el acceso a los archivos, que le requieran las 

autoridades en las formas, términos y condiciones solic itadas;  

 

 XI I I .  Denunciar por escrito ante las autoridades a las que se 

refiere el artículo 5 de la presente ley, en los ámbitos de sus 

respectivas competencias, los actos u omis iones que en ejercicio 

de sus funciones l legare a advertir  respecto de cualquier servidor 

público que preste sus servicios en su área de adscripción y que 

pueda constituir responsabil idad administrat iva en los términos de 

la ley;  

 

 XIV. Respetar el derecho a la formulación de las quejas y 

denuncias a las que se refiere esta Ley y evitar que con motivo de 

éstas se causen molest ias indebidas al quejoso;  

 

 XV. Custodiar, vigi lar,  proteger, conservar y ma ntener en buen 

estado los s istemas y programas de informática que se establezcan, 

así como l levar catálogos y actual izar inventar ios de sistemas de 

informática, conforme a las normas y procedimientos establecidos 

en las leyes correspondientes;  

 

 XVI. Presentar en t iempo y forma las Cuentas Públicas y las 

solventaciones a las observaciones derivadas de su f iscal ización, así  

como la documentación e información que establecen las leyes 

relacionadas con la Cuenta Públ ica y lo expresamente solic itado 

por la Dirección, los Síndicos Procuradores o la Contaduría Mayor 

de Hacienda del Congreso del Estado;  

 

 XVII.  Facil itar la información, documentación y/o expedir  

copias certif icadas a quienes s iendo o habiendo sido servidores 

públicos hayan sido requeridos por la Comisión de Fiscalización del 

Gasto Públ ico del Congreso del Estado y/o el Órgano de 

Fiscalización Superior para esclarecer las observaciones derivadas 

de la f iscalización de las Cuentas Públ icas en las cuales se 

encuentren relacionados;  

 

 XVII I .  Informar por escrito al t i tular de la dependencia o 

entidad de adscripción, cuando por motivo de salud deba 

someterse al tratamiento médico que implique el consumo de algún 

tipo de sustancia psicotrópica, enervante, depresiva, 

estupefaciente o simi lar;  

 

 XIX. Tratándose de los servidores públicos señalados en la 

fracción I I I  del art ículo 4 de la presente ley, someterse a más tardar 

el 31 de marzo de cada año, a examen para la detección de 

drogas de abuso, de conformidad con lo dispuesto en la fracción IV 

del artículo 92 de la Constitución Pol ít ica del Estado Libre y 

Soberano de Baja California y disposiciones reglamentar ias;  

 

 XX. Tratándose de servidores públ icos pertenecientes al 

Sistema Educativo Estatal,  cumplir  las obligaciones previstas en los 

artículos 21, tercer párrafo del artículo 42 y segundo párrafo del 

artículo 56 de la Ley General de Educación; y  

 

 XXI.  Proporcionar en forma oportuna y veraz, toda la 

información y datos solic itados por la inst itución a la que 

legalmente le competa la vigi lancia y defensa de los derechos 

humanos, a efecto de que aquélla pueda cumplir  con las 

facultades y atr ibuciones que le correspondan;  

 

 XXII .  Hacer pública su negativa, fundándola y motivándola en 

términos de lo dispuesto por la legis lación respectiva, en el 

supuesto de que decida no aceptar o no cumplir  las 

recomendaciones que les presente la institución a la que 



 

 

legalmente le competa la vigi lancia y defensa de los derechos 

humanos;  

 

 XXII I .  Cumplir  con la entrega de los asuntos y recursos públicos 

bajo su responsabil idad en forma comprensible y completa, de 

conformidad con lo dispuesto en la Ley de la mater ia, cuando por 

cualquier causa se separe de su cargo;  

 

 XXIV. Cumplir  con los requerimientos de aclaración que se 

formulen en los términos establecidos en la Ley de la mater ia, 

durante la verif icación del contenido del acta de entrega de los 

asuntos y recursos públicos; y  

 

 XXV. Las demás que establezcan las leyes, reglamentos y 

disposiciones administrativas.”  

 

 “ARTÍCULO 47. -  Los servidores públicos, en el desempeño de 

sus funciones, empleos o comisiones, estarán sujetos a las 

prohibiciones s iguientes:  

 

 I .  Hacer uso de sus atr ibuciones para efecto de lucrar;  

 

 I I .  Continuar ejerciendo sus funciones, cuando ha sido 

nombrado o designado por t iempo determinado, después de 

cumplido el término para el cual se le nombró, o de haber cesado 

éste, por cualquier causa, excepto en los casos en que las leyes o 

normas establezcan la obl igación de esperar a que se presente el 

substituto;  

 

 I I I .  Autor izar a un subordinado a no asist ir  s in causa just if icada 

a sus labores, así como de otorgar indebidamente l icencias, 

permisos o comisiones con goce parcial o total de sueldo y otras 

percepciones;  

 

 IV. Desempeñar algún otro empleo, cargo o comisión of icial o 

particular que la Ley le prohiba;  

 

 V. Autorizar la selección, contratación, nombramiento o 

designación de quien se encuentre inhabil i tado por resolución f irme 

de la autoridad competente para ocupar un empleo, cargo o 

comis ión;  

 

 VI.  Solic itar, aceptar o recibir,  por s í o por interpósita persona 

dinero, objetos o servicios mediante enajenación a su favor en 

precio notor iamente infer ior al que el bien tenga en el mercado 

ordinar io, o cualquier donación, empleo, cargo o comisión para  sí, 

o para su cónyuge o parientes consanguíneos hasta el cuarto 

grado, por afinidad o civi les, o para terceros con los que tenga 

relaciones profesionales, laborales o de negocios, o para socios o 

sociedades de las que el servidor público o las personas an tes 

referidas formen o hayan formado parte y que procedan de 

cualquier persona fís ica o moral cuyas activ idades profesionales,  

comerciales o industr iales se encuentren directamente vinculadas, 

reguladas o supervisadas por el servidor público de que se trat e en 

el desempeño de su empleo, cargo o comis ión y que implique 

intereses en confl icto. Esta observación es aplicable hasta un año 

después de que se haya retirado del empleo, cargo o comis ión.  

 

 En ningún caso se podrán recibir de dichas personas títulos 

valor, bienes inmuebles o cesiones de derechos sobre juicios o 

controversias en las que se dir ima la titular idad de los derechos de 

posesión o de propiedad sobre bienes de cualquier clase;  

 



 

 

 VI I .  Intervenir o participar indebidamente en la selección, 

nombramiento, designación, contratación, promoción, suspensión, 

remoción, cese o sanción de cualquier servidor público, cuando 

tenga interés personal, famil iar o de negocios en el caso, o pueda 

derivar alguna ventaja o beneficio para él o para las personas a las  

que se refiere la fracción anterior;  
 

 VI I I .  Causar daños y perjuicios a la Hacienda Públ ica Estatal o 

Municipal, sea por el manejo irregular de fondos y valores Estatales 

y Municipales, o por ir regular idades en el manejo, administración, 

ejercicio o pago de recursos económicos y mater iales del Gasto 

Públ ico del Estado o Municipios; o de los transferidos, 

descentralizados, concentrados o convenidos entre la Federación, 

el Estado o los Municipios, así como con los otros Poderes;  
 

 En ningún caso se podrá ut i l izar los recursos económicos 

provenientes de deuda pública, para f ines y acciones dist intas a las 

que motivaron su contratación.  
 

 IX. Impedir por s í o por interpósita persona, o inhibir ut i l izando 

cualquier medio de intimidación, la formulación de queja s y 

denuncias, o con motivo de las mismas realizar cualquier conducta 

injusta u omit ir  una causa justa y debida que lesionen los intereses 

de los quejosos, o denunciantes o de las personas que guarden 

vínculo famil iar,  de negocios o afectivos con éstos. As imismo, 

desestimar, rezagar o desechar queja o denuncia en contra de 

algún servidor público, cuando ésta reúna los requis itos y 

formalidades establecidas en la presente Ley o mostrar parcialidad 

en el trámite de la misma;  
 

 X. Otorgar en contravención a las Leyes, Reglamentos,  

disposiciones administrativas, s istemas y procedimientos 

establecidos, por s í o por interpósita persona, contratos,  

concesiones, permisos, l icencias, autorizaciones, estimaciones, 

franquicias, exenciones, f in iquitos o l iquidaciones en  materia de 

obras públicas, adquisic iones, arrendamientos, enajenación y 

prestaciones de servicios de cualquier naturaleza, colocación o 

transferencia de fondos y valores con recursos económicos públicos 

o su otorgamiento indebido, s in la documentación comprobator ia;  
 

 XI.  Inf l igir ,  tolerar o permitir ,  en todo momento o bajo 

cualquier circunstancia, actos de tortura u otras sanciones crueles, 

inhumanas o degradantes, aún cuando se trate de una orden 

superior o se argumenten circunstancias especiales, tales como 

amenazas a la seguridad pública, urgencia de las invest igaciones o 

cualquier otra;  
 

 XI I .  Consumir drogas enervantes, estupefacientes, sustancias 

psicotrópicas u otras que produzcan efectos s imi lares o asist ir  al 

desempeño de su empleo, cargo o comis ión bajo el efecto de 

éstas, salvo que se haya informado que se encuentra bajo 

tratamiento médico, expedido por una inst itución pública de salud;  
 

 XI I I .  Desempeñar su empleo, cargo o comis ión en estado de 

ebriedad; 
 

 XIV. Negarse a la práctica de los exámenes de detección de 

consumo de drogas enervantes,  estupefacientes,  sustancias 

psicotrópicas u otras que produzcan efectos s imilares.  

 Las autoridades señaladas en el artículo 5 de esta ley, en sus 

respectivos ámbitos de competencia tendrán la facultad de l levar 

a cabo los procedimientos tendientes a la práctica de exámenes 

de detección de consumo de drogas enervantes, estupefacientes, 

sustancias psicotrópicas u otras que produzcan efectos s imi lares;  



 

 

 

 XV. Aumentar su patr imonio i l ícitamente, como consecuenc ia 

del ejercicio de su empleo, cargo o comis ión;  

 

 XVI. Intervenir en el ejercicio de sus funciones o con motivo 

de ellas en la atención, tramitación o resolución de asuntos, 

celebrar o autor izar pedidos o contratos relacionados con 

adquisic iones, arrendamientos y enajenaciones de todo t ipo de 

bienes, prestación de servicio de cualquier naturaleza, la 

contratación de obra pública y servicios relacionados con la 

misma, en los que se tenga interés personal, famil iar o de negocios, 

incluyendo aquellos de los que puede resultar algún beneficio para 

el servidor público, su cónyuge o parientes consanguíneos hasta el 

cuarto grado, por afinidad o civi les,  o para terceros con los que 

tengan relaciones profesionales, laborales o de negocios, o p ara 

socios o sociedades de las que el servidor públ ico a las personas 

antes referidas formen o hayan formado parte, s in la autorización 

previa y específ ica, según sea el caso, de los Síndicos 

Procuradores, del Órgano de Control o de la Dirección cuando sea  

procedente a propuesta razonada, del T itular de las dependencias 

y entidades de la Administración Públ ica Estatal o Municipal 

conforme a las disposiciones legales aplicables; y,  

 

 XVII.  Los servidores públicos que se hayan desempeñado en 

cargos de Dirección en el Instituto Estatal Electoral,  sus Consejeros y 

los Magistrados del Tr ibunal de Justic ia Electoral,  del Poder Judicial 

del Estado de Baja California, se abstendrán de participar, hasta un 

año después, que dejen de desempeñar su empleo, cargo o 

comis ión, en cualquier encargo público de la administración 

encabezada por quien haya ganado la elección que ellos 

organizaron o cal if icaron;  

 

 XVII I . -  Otorgar permiso de construcción, s in cumplir  con los 

requis itos que la ley establece; y,  

 

 XIX.- Las demás que establezcan las leyes, Reglamentos y 

disposiciones administrativas.”  

 

 Las disposiciones supra transcritas establecen las 

obligaciones respecto a los aportaciones de las cuotas diarias, 

maneras en que están se aplican, en que supuestos nacen el 

derecho a las distintas formas de pensión, así como sanciones que 

pueden ser aplicadas a los servidores públicos, particularmente la 

cita de los artículos del Reglamento Interno del Instituto  en que se 

contienen diversas atr ibuciones, consistentes en facultades y 

obligaciones que no guardan relación directa con las solicitudes 

respecto de las cuales la autoridad demandada emitió las 

resoluciones impugnadas, lo anterior, pues en el artículo 22 

menciona las diversas facultades y obligaciones con las que 

cuentan los Subdirectores Generales del Instituto ,  en el art ículo 59 

se habla de las atr ibuciones con las que cuenta la Subdirección 

General de Prestaciones Económicas y Sociales del Instituto por  

conducto de su t itular y, en el artículo 60 se habla de las unidades 



 

 

administrativas con las que cuenta la Subdirección General de 

Prestaciones Económicas y Sociales del Instituto, mientras que en el 

art ículo 97 de la Constitución Local  se establece que los 

funcionarios públicos no cuentan con mayor facultades que las que 

expresamente le otorgan las leyes, sin que de ninguna de ellas se 

guarde relación con el objeto que fue materia de respuesta en el 

oficio impugnado. 

 

 No pasa desapercibo ante este Juzgado que en el oficio 

impugnado se citan los art ículos 47 y 48 de la Ley de 

Responsabil idades de los Servidores Públicos del Estado de Baja 

California, en los cuales se mencionan diversas prohibiciones y 

consecuencias a los que están sujetos los servidores pú blicos, sin 

que de ninguna disposición legal ni reglamentaria de las invocadas 

en los actos impugnados se advierta competencia expresa a favor 

del Subdirector  para pronunciarse respecto de la procedencia de 

las solicitudes presentadas por la parte actora.  

 

 No obstante lo anterior, a efecto de determinar si la 

autoridad demandada cuenta con facultades para emitir la 

resolución impugnada, es menester analizar no sólo los preceptos 

invocados en la misma, s ino la total idad de los preceptos que 

integran la normatividad aplicable que prevén su ámbito 

competencial, que en la especie son la Ley del Instituto , la Ley que 

Regula, el Reglamento Interno del Instituto  y el Reglamento para el 

otorgamiento de Pensiones a los asegurados del Inst ituto . 

 Para ello, conviene transcribir las disposiciones del 

Reglamento Interno del Inst ituto  relativas a las facultades atr ibuidas 

a la Dirección General, las Subdirecciones y Departamentos del 

Instituto y, en particular, a la Subdirección General de Prestaciones 

Económicas y Sociales del Instituto, que fue la autoridad emisora 

del acto impugnado en el presente juicio.  

 

  “ARTICULO 21. -  Son facultades y obl igaciones no delegables 

del Director General las s iguientes:  

 
 I . -  Nombrar apoderado para que represente ante cualquier 

autoridad al ISSSTECALI, a sus unidades médicas, administrativas o a 

sus t itulares, cuando tengan el carácter de parte actora, 

demandada, tercerista o coadyuvante; el poder será l imitado al 

asunto de que se trate y en él se señalarán las facultades que se 

otorgan;  



 

 

 
 I I . -  Comparecer ante el Congreso del Estado, s iempre que sea 

requerido, para dar cuenta del estado que guarda la Institución;  

 
 I I I . -  Determinar las bases de coordinación y aprobar la 

celebración de convenios y acuerdos entre el ISSSTECALI y otras 

dependencias y entidades del sector público o privado, previa 

autorización de la Junta Directiva;  

 
 IV.- Proponer a la Junta Directiva los manuales administrativos 

y demás ordenamientos jur ídico-normativos, actual izar las cuando se 

requiera y vigilar su cumplimiento;  

 
 V.- Emit ir  resolución sobre los recursos administrat ivos que se 

interpongan en los asuntos de su competencia;  

 
 VI.-  Crear o suprimir unidades médicas y administrativas, para 

la mejor atención y despacho de asuntos competencia del 

ISSSTECALI, previa autorización de la Junta Directiva;  

 
 VI I . -  Confirmar, modif icar o revocar, en su caso, las 

resoluciones dictadas por  los t itulares de las unidades 

administrativas y médicas de ISSSTECALI;  

 
 VI I I . -  Proponer el nombramiento y remoción de los empleados 

del ISSSTECALI que ocupen cargos de jerarquía inmediata infer ior e 

la del t itular hasta el tercer nivel y aprobar la f i ja ción de los sueldos 

y prestaciones, conforme a las asignaciones presupuestales y en 

observancia de la normatividad que dicte la Oficial ía Mayor al 

respecto; 

 
 IX.- Presentar a la Junta Directiva los reglamentos 

procedentes para regular la estructura orgáni ca y su 

funcionamiento, así como para el otorgamiento de servicios 

médicos y de prestaciones económicas y sociales que marca la Ley, 

para su aprobación, publicación y aplicación;  

 

 X.- Presentar anualmente a la Junta Directiva para su anális is,  

discusión y, en su caso, aprobación, el proyecto de programa 

inst itucional, del programa operativo anual y el proyecto de 

presupuesto de ingresos y egresos para el ejercicio f iscal s iguiente;  

 

 XI.-  Presentar ante la Junta Directiva para su anális is,  

discusión y aprobación, en su caso, el proyecto de estructura 

administrativa del ISSSTECALI, así como sus futuras modif icaciones;  

 

 XI I . -  Presentar a la Junta Directiva los informes tr imestrales con 

la intervención que corresponda a los comisarios; y  

 

 XI I I . -  Resolver las dudas que se susciten con motivo del 

presente Reglamento;”  

 

 “Artículo 22. -  Los Subdirectores Generales del ISSSTECALI 

tendrán las s iguientes facultades y obligaciones:  

 

 I . -Acordar con el Director General la atención de los asuntos 

relevantes de las unidades médicas y administrativas a su cargo e 

informarle oportunamente sobre el desarrollo de los mismos;  

 

 I I . -Proponer, en el ámbito de su competencia y, previa 

aprobación del Di rector General,  las normas y l ineamientos que 

tengan como f inal idad el mejor aprovechamiento de los recursos 



 

 

humanos, mater iales, técnicos y f inancieros de las unidades 

administrativas bajo su responsabil idad;  

 

 I I I . -Establecer y mantener relaciones de coordinación con los 

t itulares de las unidades administrativas y médicas del ISSSTECALI y 

otras inst ituciones que le indique el Director General para el trámite 

y resolución de asuntos mater ia de su competencia;  

 

 IV.-Someter a la aprobación del Director General los estudios, 

proyectos y acuerdos que elaboren las unidades médicas y 

administrativas bajo su responsabil idad;  

 

 V.-Suscribir los documentos relat ivos al ejercicio de sus 

facultades que se les confieran por delegación o en suplencia del 

Director General,  en razón de la materia de su competencia;  

 

 VI.-Dir igir,  controlar y evaluar el funcionamiento general de 

las unidades médicas y administrat ivas a su cargo;  

 

 VII . -Proporcionar información, datos o cooperación técnica 

que le sea solic itada por dependencias y entidades de la 

Administración Pública Estatal y autoridades federales, de asuntos 

de su competencia, en observancia a la legis lación vigente en la 

materia, previa autorización del Director General;  y  

 VII I . -Las demás que les confieran el Director General, y las 

disposiciones legales y administrat ivas aplicables.”  

 

 “Artículo 59. -  Corresponde a la Subdirección General de 

Prestaciones Económicas y Sociales,  por conducto de su titular, el 

ejercicio de las s iguientes atr ibuciones:  

 

 I . -Dir igir las pol ít icas y l ineamientos para el otorgamiento de 

las prestaciones económicas y sociales para los trabajadores, 

derechohabientes y pensionistas del ISSSTECALI, a f in de que se 

brinden en las mejores condiciones conforme la normatividad 

aplicable;  

 

 I I . -Vigilar la apl icación de la Ley y demás normatividad 

aplicable, en materia de afi l iación y vigencia de derechos de los 

trabajadores, derechohabientes y pensionistas al régimen del 

ISSSTECALI;  

 

 I I I . - Informar a las unidades médicas sobre la vigencia o baja 

de asegurados, de acuerdo a la Ley y al Manual de Procedimientos 

de Afi l iación;  

 

 IV.-Proponer al Director General,  los s istemas, manuales, 

reglamentos, procedimientos y la actualización de los mismos, para 

el cumplimiento de las atr ibuciones conferidas a la Subdirección;  

 

 V.-Convenir con los organismos patronales el pago de 

subsidios por incapacidad, por adeudos y omis iones de 

aportaciones; igualmente, acordar con los trabajadores los 

adeudas por omis iones de cuotas;  

 

 VI.-Operar, monitorear y reportar ante la Coordinación de 

Desarrollo Inst itucional el comportamiento de los indicadores 

correspondientes a la Subdirección General de Prestaciones 

Económicas y Sociales, registrados en el Sistema de Indicadores del 

ISSSTECALI;  

 

 VI I . -Emit ir  cotejo de las constancias que obren en los archivos 

del ISSSTECALI;  

 



 

 

 VI I I . -Dar seguimiento y puntual respuesta a las quejas o 

inconformidades que les sean turnadas, derivadas del Programa de 

Atención al Derechohabiente o, por cualquier otro medio, de 

acuerdo a la normatividad apl icable; y 

 

 IX.-Las demás que le sean encomendadas por el superior 

jerárquico, y aquellas que le confieran las disposiciones aplicables.”  

 

 “ARTÍCULO 60. -  Para el adecuado cumplimiento de sus 

atr ibuciones, la Subdirección General de Prestaciones Económicas 

y Sociales contará con las s iguientes unidades administrativas:  

 

 I . -  Coordinación Zona Costa;  

 

 I I . -  Dirección de Prestaciones; y  

 I I I . -  Dirección de Pensiones y Jubi laciones.”  

 
 “ARTICULO 62. -  Corresponde a la Dirección de Prestaciones, 

por conducto de su titular, el ejercicio de las s iguientes 

atr ibuciones;  

 
 I . -  Administrar y supervisar las actividades relacionadas con la 

afi l iación y trabajo social,  así como las aportaciones de los 

patrones y de los trabajadores;  

 
 I I . -  Supervisar la determinación de las omisiones en la 

retención y entero de cuotas de los trabajadores;  

 
 I I I . -Revisar las omis iones de las aportaciones patronales que 

deban hacer los organismos incorporados al ISSSTECALI;  

 
 IV.-Administrar los préstamos a corto plazo e hipotecarios;  

 
 V.-Supervisar y controlar que el servicio de la vigencia de 

derechos se preste con oportunidad, calidad y cal idez;  

 
 VI.-Evaluar mensualmente el presupuesto global e individual 

contra el programa operativo anual autor izado, para los 

departamentos a su cargo; 

 
 VI I . -Verif icar los s istemas de afi l iación y trabajo social,  de 

préstamos a corto plazo, especiales e hipotecarios, así como los de 

vigencia de derechos y otras prestaciones, para los trabajadores 

del gobierno y municipios del estado, en el régimen del ISSSTECALI, 

conforme a las disposiciones apl icables;  

 
 VI I I . -Supervisar que se informe a las unidades médicas sobre la 

vigencia o baja de asegurados para que se proceda de acuerdo a 

la Ley y el manual de afi l iación;  

 
 IX.-Revisar el otorgamiento de préstamos a corto plazo, 

especiales e hipotecarios, así como su recuperación;  

 
 X.-Vigilar las acciones emprendidas en materia de 

administración de recursos humanos y asignación de personal, en 

los departamentos a su cargo;  

 
 XI.-Presentar a la Subdirección General de Prestaciones 

Económicas y Sociales, con la oportunidad que se demande, los 

informes generales o pormenorizados respecto a la s ituación que 

guardan los departamentos a su cargo;  

 



 

 

 XI I . -Verif icar la elaboración del programa operativo anual y el 

proyecto de presupuesto anual de egresos de los departamentos a 

su cargo y presentarlo a la Subdirección General de Prestaciones 

Económicas y Sociales, para su revis ión respectiva; y  

 
 XI I I . -Las demás que le sean encomendadas por el superior 

jerárquico, y aquellas que le confieran las disposiciones aplicables.”  

 “ARTÍCULO 63. -  Para el adecuado cumplimiento de sus 

atr ibuciones, la Dirección de Prestaciones contará con las 

s iguientes unidades administrat ivas:  
 

 I . -Departamento de Afi l iación y Trabajo Social;  y  
 

 I I . -Departamento de Préstamos a Corto Plazo e Hipotecarios.”  
 

 “ARTÍCULO 64. -  Corresponde al Departamento de Afi l iación y 

Trabajo Social,  por conducto de su titular, el ejercicio de las 

s iguientes atr ibuciones:  
 

 I . -Coordinar las acciones técnicas y administrativas necesarias 

para la afi l iación de trabajadores de los organismos incorporados al 

régimen del ISSSTECALI, así como de sus famil iares 

derechohabientes;  
 

 I I . -Supervisar altas,  bajas y cambios en las nóminas de los 

organismos incorporados al ISSSTECALI, así como mantener 

permanentemente actualizado el padrón y la estadíst ica de 

asegurados, informando mensualmente a las unidades médicas;  
 

 I I I . -  Realizar la labor de investigación de campo de trabajo 

social,  para verif icar que los famil iares propuestos por los 

trabajadores o pensionistas, para ser derechohabientes del 

ISSSTECALI, reúnan los requis itos que indica la Ley;  
 

 IV.-Expedir los medios de identif icación para los asegurados; y  
 

 V.-Las demás que le sean encomendadas por el superior 

jerárquico, y aquellas que le confieran las disposiciones aplicables.”  
 

 “ARTÍCULO 65. -  Corresponde al Departamento de Préstamos a 

Corto Plazo e Hipotecarios, por conducto de su titular, el ejercicio 

de las s iguientes atr ibuciones:  
 

 I . -Establecer y supervisar el s istema de préstamos a corto 

plazo e hipotecarios;  
 

 I I . -Recibir,  revisar y tramitar las solicitudes de préstamos a 

corto plazo e hipotecarios;  
 

 I I I . -Formular los contratos de los préstamos otorgados, así  

como toda la documentación necesaria para su recuperación;  
 

 IV.-Llevar el registro de los préstamos otorgados, as í como de 

los pagos y saldos de cada uno;  
 

 V.-Expedir constancias de adeudo o no adeudo de 

préstamos; 
 

 VI.-Tramitar la inscripción y cancelación de hipotecas; y  
 

 VI I . -Las demás que le sean encomendadas por el superior 

jerárquico, y aquellas que le confieran las disposiciones aplicables.”  



 

 

 “ARTÍCULO 66. -  Corresponde a la Dirección de Pensiones y 

Jubilaciones, por conducto de su titular, el ejercicio de las 

s iguientes atr ibuciones:  

 
 I . -L levar el control de expedientes actual izados, así como de 

la correspondiente generación de nóminas, emisión de cheques y 

pagos de los mismos; 

 
 I I . -Supervisar la recepción de solicitudes de los asegurados, 

esposos supérstites, descendientes y ascendentes, para el ejercicio 

de su derecho a jubilación, pensión de retiro por edad y años de 

servicio, inval idez, muerte, viudez a la esposa supé rstite, orfandad a 

los hi jos y pensión a los padres dependientes;  

 
 I I I . - Integrar expedientes y dar seguimiento al trámite de 

pensiones y jubilaciones, tanto localmente, como las recabadas en 

la Coordinación de la Zona Costa;  

 
 IV.-Solicitar al actuario contratado por el ISSSTECALI, el 

cálculo del capital const itut ivo cuando las autor idades públicas y 

organismos patronales incorporados reconozcan antigüedades de 

servicios de un trabajador, que implique el reconocimiento de 

derechos en el régimen de pensiones y jubilaciones del ISSSTECALI;  

 
 V.-Requerir al actuario contratado por el ISSSTECALI un 

estudio anual, con el f in de determinar el costo actual y futuro de 

las obl igaciones generadas en el s istema de pensiones, con base en 

la información f inanciera generada por el ISSSTECALI, relat iva a la 

administración del Fondo de Pensiones de Magisterio y el Fondo de 

Pensiones de Burocracia;  

 
 VI.-Supervisar la elaboración de las nóminas mensuales y de 

aguinaldo generado, pagos retroactivos, nuevos bonos o  

incremento a los existentes;  

 
 VI I . -Revisar las l istas de nóminas, fol ios de cheques, cálculo y 

recibos o talones de pago;  

 
 VI I I . -Supervisar la elaboración del programa operativo anual y 

el proyecto de presupuesto anual de egresos de los departamentos 

a su cargo y presentarlo a la Subdirección General de Prestaciones 

Económicas y Sociales, para su revis ión respectiva; y  

 
 IX.-Las demás que le sean encomendadas por el superior 

jerárquico, y aquellas que le confieran las disposiciones aplica bles.”  

 
 “ARTÍCULO 67. -  Para el adecuado cumplimiento de sus 

atr ibuciones, la Dirección de Pensiones y Jubilaciones contará con 

las s iguientes unidades administrat ivas:  

 
 I . -Departamento de Gestión de Pensiones y Jubilaciones;  

 
 I I . -Departamento de Nóminas de Pensiones y Jubilaciones;  

 I I I . -Departamento Histór ico de Cotizaciones.”  
 

 “Artículo 68. -  Corresponde al Departamento de Gestión de 

Pensiones y Jubilaciones, por conducto de su titular, el ejercicio de 

las s iguientes atr ibuciones:  
 

 I . -Recibir y tramitar las sol icitudes de pensión y jubilación;  
 

 I I . -Devolver a los interesados las sol icitudes de pensión o 

jubilación con la documentación, respectiva, cuando no se reúnan 



 

 

los requis itos para ser sometidas a consideración de la Junta 

Directiva del ISSSTECALI;  
 

 I I I . -Mantener un control de las sol icitudes de pensión y 

jubilación;  
 

 IV.-Resguardar los expedientes de las pensiones y jubi laciones 

otorgadas;  
 

 V.-Tramitar los estudios actuariales que se soliciten;  
 

 VI.-Requerir a los organismos patronales la in formación 

necesaria para la formulación de estudios actuariales;  
 

 VI I . -Registrar, controlar y mantener actualizado el entero de 

cuotas y aportaciones de trabajadores y patrones al Fondo de 

Pensiones;  
 

 VI I I . -Determinar las cuotas y aportaciones omitidas por 

trabajadores y patrones;  
 

 IX.-Realizar el estudio de cotizaciones de los trabajadores que 

se proponen para pensionarse o jubi larse;  
 

 X.-L levar a cabo las proyecciones de las pensiones y 

jubilaciones para cada ejercicio con base en el registro 

actualizado de nóminas de los organismos patronales sujetos al 

régimen del ISSSTECALI;  
 

 XI.-Ejecutar las acciones administrat ivas necesarias para la 

celebración de convenios con los organismos patronales para el 

pago de adeudos por omis iones de aportaciones o cuotas;  
 

 XI I . -  Establecer programas de recuperación de adeudos de 

cuotas y aportaciones;  
 

 XI I I . -  Convenir con los trabajadores el pago de adeudos por 

omis iones de cuotas;  
 

 XIV.- Recibir las nóminas de personal de los organismos 

incorporados al ISSSTECALI, para cargarlas al registro respectivo 

que permite el cálculo de las cuotas y aportaciones que se deben 

sufragar por periodo quincenal o catorcenal, as( como demás 

información para ser uti l izada por las áreas de Ingresos, Afi l iación y  

Préstamos; y 
 

 XV.-Las demás que le sean encomendadas por el superior 

jerárquico, y aquellas que le confieran las disposiciones aplicables.”  

 “Artículo 69. -  Corresponde al Departamento de Nóminas de 

Pensiones y Jubilaciones, por conducto de su titular, el ejercicio de 

las s iguientes atr ibuciones:  

 
 I . -Realizar todas aquellas activ idades relacionadas con la 

elaboración de la nómina de jubilaciones y pensiones, su 

procesamiento y resguardo hasta la emis ión de los cheques y pago 

de los mismos;  

 
 I I . -Desarrollar y supervisar las actividades relat ivas a la 

verif icación de la supervivencia de pensionados y jubi lados;  

 
 I I I . -  Integrar y administrar el padrón de pensionados y 

jubilados del ISSSTECALI;  

 
 IV.-Emit ir  constancias de pensionista o jubi lado; y  



 

 

 
 V.-Las demás que le sean encomendadas por el superior 

jerárquico, y aquellas que le confieran las disposiciones aplicables.”  

 
 “Artículo 70. -  Corresponde al Departamento Histórico de 

Cotizaciones, por conducto de su titular, el ejercicio de las 

s iguientes atr ibuciones:  

 
 I . -  Determinar el monto del subsidio por incapacidad de los 

trabajadores señalados en el artículo 23 de la Ley, y proponer su 

pago; 

 
 I I . -  Ejecutar las acciones administrativas necesarias para la 

celebración de convenios con los organismos patronales para el 

pago de subsidios por incapacidad;  

 
 I I I . -Coordinar el otorgamiento de las demás prestaciones 

económicas y sociales establecidas en la Ley y que no 

corresponden a otro departamento; y  

 
 IV.-Las demás que le sean encomendadas por el superior 

jerárquico, y aquellas que le confieran las disposiciones aplicables.”  

 

 A su vez, el artículo 118 de la Ley del Instituto , es del 

tenor s iguiente:  

 

 “ARTÍCULO 118. -  El Director del Inst ituto tendrá las 

obl igaciones y facultades s iguientes:  

 
 I . -  Representar al Instituto y ejecutar los acuerdos de la Junta;  

 
 I I . -  Presentar cada año a la Junta un informe pormenorizado 

del estado del Instituto, y entregar un tanto de dicho informe a 

cada uno de los integrantes de la Junta Directiva;  

 I I I . -  Someter a decisión de la Junta todas aquellas cuest iones 

que sean de la competencia de la misma;  

 
 IV.- Firmar las escrituras y t ítulos de crédito en que el Institu to 

intervenga. Esta facultad podrá delegarse mediante poder expreso 

otorgado por la Junta Directiva;  

 
 V.- Representar al Inst ituto en toda gestión judicial,  

extrajudicial y administrat iva, s in perjuicio de los poderes otorgados 

al efecto;  

 
 VI.-  Conferir  poderes generales y especiales y resolver bajo su 

inmediata y directa responsabil idad los asuntos urgentes de la 

competencia de la Junta, a reserva de dar cuenta a la misma en la 

sesión inmediata siguiente;  

 
 VI I . -  Formular y presentar para discusión y aprobación de la 

Junta, el balance, el presupuesto de Ingresos y Egresos y el plan de 

labores del Inst ituto, correspondientes a cada ejercicio anual;  

 
 VI I I . -  L levar la f irma del Instituto, s in perjuicio de la delegación 

de facultades que para tal efecto fueran necesarios;  

 
 IX.- Formular el calendario of icial del Inst ituto y autor izar en 

casos extraordinar ios la suspensión de labores;  



 

 

 
 X.- Conceder l icencias al personal en los términos de las leyes 

correspondientes;  

 
 XI.-  Vigilar las labores del personal, exigiendo su debido 

cumplimiento, e imponer a los trabajadores del instituto las 

correcciones disciplinarias procedentes;  

 
 XI I . -  Someter a la consideración de la Junta las reformas o 

adiciones que considere pert inentes a los reglamentos  interiores 

económicos y de servicios médicos del Inst ituto;  

 
 XI I I . -  Convocar a sesiones extraordinarias a los miembros de la 

Junta Directiva cuando proceda o a su juicio existan razones 

suficientes;  

 
 XIV.- Suscribir los convenios, contratos y demás ac tos 

consensuales en los cuales el Inst ituto sea parte y que conforme al 

reglamento respectivo no deban ser sometidos a consideración de 

la Junta Directiva, y  

 
 XV.- Todas las demás que le f i jen los reglamentos o le otorgue 

la Junta Directiva.”  

 

 Por su parte en el Reglamento para el Otorgamiento de 

Pensiones a los Asegurados del Inst ituto , se establece lo siguiente.  

 “Artículo 6. -  En base a los documentos probatorios que obren 

en el expediente, el Departamento de Pensiones y Jubilaciones 

procederá a realizar los cálculos a que haya lugar, y obtenidos 

éstos elaborará un dictamen para cada caso en especial.”  

 

 “Artículo 7. -  El dictamen de referencia, acompañado de su 

respectivo expediente será turnado a la H: Junta Directiva a efecto 

de que conceda, niegue, suspenda, modif ique o revoque las 

Jubilaciones o Pensiones acorde con lo señalado por el Art ículo 

116, fracción IV de la Ley”  

 

 De los preceptos transcritos se advierte que la 

Subdirección General de Prestaciones Económicas y Sociales del 

Instituto  (artículo 59) tiene facultades para dir igir las pol ít icas y 

l ineamientos para el otorgamiento de las prestaciones económicas 

y sociales y vigilar la aplicación de la normatividad aplicable en 

materia de afi l iación y vigencia de los derechos para los 

trabajadores, pensionistas y derechohabientes, asimismo, a través 

de su Dirección de Pensiones y Jubilaciones y de sus Departamentos 

de Nóminas de Pensiones y Jubilaciones, Departamento Histórico de 

Cotizaciones y Departamento de Gestión de Pensiones y  

Jubilaciones (artículos 66, 68, 69, 70) a supervisar la recepción de 

las solicitudes de los asegurados, integrar los expedientes y dar 

seguimiento al trámite de pensiones y jubi laciones, siendo el último 



 

 

departamento en cita quien recibe, tramita y contro la las 

solicitudes de pensión y jubilación y realiza estudio actuarial de los 

trabajadores que se proponen para efecto de pensionarse o 

jubilarse.  

 

 De forma tal que conforme las disposiciones en análisis,  

que son las que prevén el ámbito competencial de l a Dirección de 

Pensiones y Jubilaciones del Instituto , no existe facultad o atr ibución 

expresa a favor de dicha autoridad para pronunciarse sobre la 

procedencia de la modificación de pensión solicitada por la parte 

actora, de ahí que sea indudable que la resolución impugnada 

deviene de autoridad incompetente.  

 Corrobora lo anterior el hecho consistente en que de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 113, fracciones I I I  y IV, 

de la Ley del Inst ituto , de subsecuente inserción, la Junta Directiva 

del Instituto  es el órgano al que corresponde conceder, negar, 

suspender, modificar y revocar las jubi laciones y pensiones, así 

como para dictar los acuerdos que resulten necesarios para 

satisfacer las prestaciones establecidas en dicho ordenamiento, por 

lo que es dicha autoridad la competente para pronunciarse 

respecto a lo solicitado por la parte actora.  

 

 “ARTICULO 113. -  Corresponde a la Junta Directiva:  

 

 [. . .] 

 

 I I I . -  Dictar los acuerdos que resulten necesarios para satisfacer 

las prestaciones establecidas en esta Ley;  

 

 IV.- Conceder, negar, suspender, modif icar y revocar las 

jubilaciones y pensiones en los términos de esta Ley.”  

 

 Así, la Junta Directiva del Instituto  es la facultada para 

“Dictar los acuerdos que resulten necesarios para satisfacer las 

prestaciones establecidas en esta Ley” así como “conceder, negar, 

suspender, modificar y revocar las jubi laciones y pensiones en los 

términos de Ley” en un término de quince días computados a partir 

de que recibe el dictamen correspondiente de conformidad con e l 

art ículo 58 de la Ley del  Inst ituto , de lo que se puede inferir  que, en 

el caso, es la única autoridad con facultades para determinar, en 

su caso, si procede modificar la pensión de jubi lación de la actora, 



 

 

esto es, rectificar su cuantificación a efecto de incluir los conceptos 

solicitados por la parte actora.  

 

 Para mayor claridad se transcribe el citado art ículo 58 de 

la Ley del Instituto :  

 

 “ARTÍCULO 58. -  El derecho a jubilación y a las pensiones por 

retiro de edad y tiempo de servicio, inval idez o mue rte, nace 

cuando el trabajador o sus famil iares derechohabientes, se 

encuentren en los supuestos consignados en esta Ley, y hasta que 

cumplan con los requis itos que la misma señala.  

 

 El Instituto deberá resolver la sol icitud de pensión en un plazo 

no mayor de quince días, a partir  de la fecha en que quede 

integrado el expediente. Dentro de los quince días inmediatos 

s iguientes, el Of icial Mayor de Gobierno, o quien tenga esa 

facultad en el Poder Judicial,  Poder Legislat ivo, Municipios y los 

organismos públicos incorporados al régimen que esta Ley 

establece, revisará y resolverá en definit iva acerca de la sol icitud 

de que se trata, para los efectos que expresa la primera parte del 

artículo 117 de esta Ley.”  

 

 En concordancia con lo anterior,  en términos del art ículo 

6 del Reglamento para el Otorgamiento de Pensiones a los 

Asegurados del Instituto , la Dirección de Pensiones y Jubilaciones, 

cuya encargada es autoridad demandada en el presente juicio, 

debe integrar el expediente del caso y elaborar un dictamen que 

enviará a la Junta Directiva del Instituto  para que ésta, como indica 

el artículo 7 del reglamento en cita y con base en las facultades 

que le concede la fracción IV del art ículo 113 de la Ley del Instituto ,  

determine sobre la procedencia de la solicitud.  

 

 SÉPTIMO. Nulidad.- Por lo anteriormente expuesto, con 

fundamento en lo dispuesto en el artículo 83, fracción I,  de la Ley 

del Tribunal  procede declarar la nulidad de las resoluciones 

emitidas el cinco y ocho de junio de dos mil veinte por el 

Subdirector , mediante oficios números **********2, respectivamente, 

al haberse acreditado la incompetencia de la autoridad emisora de 

los actos impugnados.  

 

 El artículo 83, fracción I, de la Ley del Tr ibunal  establece 

lo siguiente:  

 

 “ARTÍCULO 83. -  Serán causas de nul idad de los actos y 

resoluciones impugnadas:  

 

 I .-  Incompetencia de la autor idad;”  



 

 

 

 OCTAVO. Condena.- Con apoyo en el artículo 84 de la 

Ley del Tr ibunal ,  de subsecuente inserción, resulta procedente 

condenar a la autoridad demandada Subdirector  a que, por 

conducto de su Dirección de Pensiones y Jubilaciones y de 

conformidad a los art ículos 6 y 7 del Reglamento para el 

Otorgamiento de Pensiones a los Asegurados del Instituto  realice los 

cálculos a que haya lugar y elabore el dictamen correspondiente y 

lo turne con su respectivo expediente de la parte actora a la Junta 

Directiva del Inst ituto  para que ésta últ ima determine lo que en 

derecho proceda en un plazo no mayor a quince días, de 

conformidad con el artículo 58 de la Ley del Instituto . 

 

 El art ículo 84 de la Ley del Tribunal , establece lo 

siguiente: 

 

 “ARTÍCULO 84. -  Para salvaguardar el derecho del afectado, la 

sentencia que declare fundada la pretensión del demandante 

dejará sin efectos el acto o resolución impugnada. Fi jará, además, 

los términos de la resolución que en su caso deba dictar la 

autoridad demandada y, de sentencia de condena, se ordenará 

también a la autor idad demandada el hacer, el no hacer o el dar 

que correspondan, como consecuencia de la nul idad del acto o 

resolución impugnada.”  

 

 Se sostiene lo anterior, dado que, atentos al principio de 

oficiosidad que r ige en el derecho administrativo, la sentencia que 

al efecto se dicte no puede constreñirse a la declaración de 

nulidad, pues se trata de una instancia iniciada a petició n del 

interesado, por lo que este Juzgado se encuentra obligada a 

ordenar el hacer, no hacer o dar que corresponda, en términos del 

art ículo 84 de la Ley del Tribunal , y a la garantía de justicia pronta y 

expedita contenida en la Constitución General , a fin de que la 

instancia no quede sin resolver.  

 

 Cabe destacar que ante la incompetencia de la 

autoridad demandada para emitir las resoluciones impugnadas, 

existe imposibi l idad jurídica para analizar los motivos de 

inconformidad hechos valer por la parte actora, pues de emprender 

el examen de la procedencia de lo solicitado y negado en la 

resolución impugnada, se dejaría inaudita a la Junta Directiva del 

Instituto , que de conformidad con el artículo 113 de la Ley del 



 

 

Instituto  y demás relativos, es la autoridad a quien corresponde 

conceder, negar, suspender, modificar o revocar las jubilaciones y 

pensiones, así como para dictar los acuerdos que resulten 

necesarios para satisfacer las prestaciones establecidas en dicho 

ordenamiento.  

 

 Por último, a efecto de cumplir con la exigencia prevista 

en el artículo 82, fracción I, de la Ley del Tribunal , debe decirse que 

en la especie es innecesario el análisis y valoración de las pruebas 

rendidas en el juicio, pues al haberse declarado la nul id ad de la 

resolución impugnada por la incompetencia de la autoridad 

emisora, que constituye una cuestión exclusivamente de derecho, a 

nada llevaría la referida valoración, por no haberse sustentado el 

presente fal lo en cuestiones fácticas.  

 

 NOVENO. Notif icaciones.- Toca en este considerando fi jar 

la forma en que deberá ser notificada la presente resolución, 

tomando en consideración que el pasado dieciocho de junio de 

dos mil veintiuno fue publicado en el Periódico Oficial del Estado el 

Decreto No. 255 mediante el cual se aprobó la creación de la Ley 

del Tr ibunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California y 

que si bien el presente juicio fue iniciado con anterioridad a la 

entrada en vigor de la referida ley, por lo que continuará 

tramitándose hasta su resolución final conforme a las disposiciones 

aplicables vigentes a su inicio, esto es, conforme a la Ley del 

Tribunal , en el artículo tercero transitorio de la Ley del Tribunal 

Estatal de Just icia Administrativa de Baja California se establece 

una salvedad a lo anterior en materia de notificaciones.  

 

 Por ende, a efecto de determinar la forma en que se 

hará la notif icación de la presente sentencia, resultan aplicables los 

art ículos 48, 49, 50, 51, 52 y 53 de la Ley del Tribunal Estatal de 

Justicia Administrativa de Baja California, publicada en el Periódico 

Oficial del Estado el pasado dieciocho de junio de dos mil  

veintiuno, disposiciones de las que se advierte que en el juicio 

contencioso administrativo las notificaciones se harán mediante 

Boletín Jur isdiccional, personalmente o por correo certificado con 

acuse recibido; y, por oficio o telegrama.  

 



 

 

 Ahora bien, las notificaciones se harán mediante Boletín 

Jurisdiccional a las autoridades, salvo que se trate del 

emplazamiento, que será por oficio o telegrama, y a los 

particulares, salvo que se trate de mandar citar a un tercero ajeno 

a la resolución sustancial o que se trate de la primera notif icación 

al tercero l lamado a juicio y al particular señalado como 

demandado, en cuyo caso se hará personalmente o por correo 

certificado con acuse de recibido, aunque podrán efectuarse 

notif icaciones por oficio o personales cuando así lo determine el 

órgano jurisdiccional en virtud de las particularidades del caso, 

debiendo fundar y motivar su determinación, s in emb argo, se 

advierte que la regla general es que todas las notificaciones se 

harán por Boletín Jurisdiccional, salvo los supuestos previstos en que 

las notificaciones pueden hacerse por oficio o telegrama a las 

autoridades o personalmente o por correo cert ificado con acuse de 

recibido a los particulares.  

 

 Toda vez que en el presente juicio ya han sido emitidos 

los acuerdos de requerimiento de correo electrónico para los 

efectos previstos en la regulación de las notificaciones por Boletín 

Jurisdiccional, lo que se hizo mediante proveídos de diecinueve de 

octubre de dos mil veintiuno en los cuales se requir ió correo 

electrónico o de tener correo electrónico autorizado en el presente 

expediente lo reiterara a efecto de que le fuese enviado el aviso 

previsto en el art ículo 51, fracción I I  de la Ley del Tr ibunal Estatal de 

Justicia Administrativa de Baja California, apercibiéndole a la parte 

actora que de no atender el requerimiento las notif icaciones 

subsecuentes se harían s in que medie el aviso a que hace 

referencia el artículo 50, fracción I I  del ordenamiento legal citado 

y, apercibiendo a las autoridades demandadas que de no atender 

el requerimiento las notificaciones subsecuentes se harían enviando 

el referido aviso a través del correo electrónico proporcionado 

dentro del Sistema Integral de Notificaciones Electrónicas.  

 

 Dado que los acuerdos antes referidos no han sido 

notif icados a las partes, resulta procedente que la presente 

resolución deba serle notificada de manera personal a la parte 

actora y por oficio a las autoridades demandadas, con fundamento 

en el artículo 49, fracción I I , inciso b), así como fracción I I I ,  inciso c) 



 

 

de la Ley del Tr ibunal Estatal de Just icia Administrativa de Baja 

California.  

 

 Por lo anteriormente expuesto y fundado, y con apoyo en  

lo dispuesto por los artículos 82, últ imo párrafo, 83, fracción I, últ imo 

párrafo y 84 de la Ley del Tribunal , así como 49, fracción I I , inciso b) 

y fracción I I I ,  inciso c) de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California es de resolverse y se: 

 

R E S U E L V E 

 

 PRIMERO.- Resultan infundadas las causales de 

improcedencia hechas valer por las autoridades demandadas.  

  

 SEGUNDO.- Se declara la nul idad de la de las 

resoluciones impugnadas emitidas el cinco y ocho de junio de dos 

mil veinte por el Subdirector General de Prestaciones Económicas y 

Sociales del Inst ituto de Seguridad y Servicios Sociales para los 

Trabajadores del Gobierno y Municipios del Estado de Baja 

California, mediante oficios números **********2, respectivamente.  

 TERCERO.- Se condena a la autoridad demandada 

Subdirector General de Prestaciones Económicas y Sociales del 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para los Trabajadores del 

Gobierno y Municipios del Estado de Baja California a que, por 

conducto de su Dirección de Pensiones y Jubilaciones y de 

conformidad a los art ículos 6 y 7 del Reglamento para el 

Otorgamiento de Pensiones a los Asegurados del Insti tuto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Gobierno y 

Municipios del Estado de Baja California realice los cálculos a que 

haya lugar y elabore el dictamen correspondiente y lo turne con el 

respectivo expediente de la parte actora a la Junta Directiva del 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Gobierno y Municipios del Estado de Baja California para que ésta 

última determine lo que en derecho proceda en un plazo no mayor 

a quince días, de conformidad con los art ículos 58 y 113, fracción IV 

de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para los 

Trabajadores del Estado y Municipios de Baja California.  

 



 

 

 CUARTO.- Notif íquese personalmente a la parte actora y 

por oficio a las autoridades demandadas.  

 

Así lo resolvió Alma Alejandrina Razo Santoyo, Primer Secretaria de 

Acuerdos, quien actúa en funciones de Juez Titular del Juzgado 

Primero del Tribunal Estatal de Just icia Administrativa de Baja 

California, en términos de lo dispuesto en el art ículo 12 de la Ley del 

Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, asistida 

del Secretario de Acuerdos, Rodrigo Fernández Zazueta, quien 

autoriza y da fe.  
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ELIMINADO: Nombre del Actor en fojas 1, 10 y 12.  

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la información como 

confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que no 

puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad con 

los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.  

ELIMINADO: Números de Oficios de Resoluciones Impugnadas en fojas 1, 2, 5, 10, 12, 33 y 37.  

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la información como 

confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que no 

puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad con 

los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.  

ELIMINADO: Domicilio de la Parte Actora en fojas 10 y 12.  

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la información como 

confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que no 

puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad con 

los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.  



 

 

EL SUSCRITO, HÉCTOR HERNÁNDEZ ESTRADA, SECRETARIO DE ACUERDOS DEL JUZGADO 

PRIMERO DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, HACE 

CONSTAR: ----------------------------------------------------------------------------------- 

 

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD CORRESPONDE A UNA VERSIÓN PÚBLICA DE LA 

SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA POR LA PRIMER SECRETARIA DE ACUERDOS, ACTUANDO EN 

FUNCIONES DE JUEZ TITULAR DEL JUZGADO PRIMERO DE FECHA veintiuno de octubre de dos mil 

veintiuno, RELATIVA AL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 119/2020 EN LA QUE SE 

SUPRIMIERON DATOS QUE SE HAN CONSIDERADO COMO LEGALMENTE RESERVADOS Y/O 

CONFIDENCIALES, CUBRIENDO EL ESPACIO CORRESPONDIENTE MEDIANTE LA UTILIZACIÓN DE DIEZ 

ASTERISCOS; VERSIÓN QUE VA EN 38 (TREINTA Y OCHO) FOJAS ÚTILES.------------------------------------ 

 

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO POR LOS ARTÍCULOS 80, 83, 

FRACCIÓN VI, INCISO B) DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 

PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA; ARTÍCULOS 57, 58, 59, 60 Y DEMÁS APLICABLES DEL 

REGLAMENTO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PUBLICA Y 

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE 

BAJA CALIFORNIA, ARTICULO 25, FRACCIÓN XV DEL REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUNAL 

ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA Y ARTÍCULOS 56 Y 57 DE LOS 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA 

INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA ELABORACIÓN DE VERSIONES PUBLICAS DEL SISTEMA 

NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE 

DATOS. LO QUE HACE CONSTAR PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA 

CIUDAD DE MEXICALI, BAJA CALIFORNIA, A ONCE DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDÓS, DOY 

FE. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


